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			Introducción

			El actual conflicto interno, de carácter armado y de alcance internacional, que se desarrolla en Colombia tiene sus antecedentes remotos en la década de los cincuenta del siglo pasado, y se ha convertido en un verdadero desafío interpretativo y analítico para los cientistas sociales. Al mismo tiempo, constituye un punto de debate abierto respecto a su caracterización, a la consideración de los actores intervinientes y a las causas de su duración. Los trabajos sobre el tema han surgido desde las ciencias políticas, antropología, sociología, psicología social y de las relaciones internacionales; mientras que, extrañamente, los historiadores han intervenido en el tema de manera esporádica. 

			En Chile, la disciplina historiográfica no ha mostrado interés en el asunto, pese al impacto regional que posee y al rol del Estado de Chile como «acompañante» en las negociaciones de paz entre las FARC-EP y el Gobierno del presidente Santos1. El panorama no es diferente respecto a la enseñanza de la historia en la mayoría de las universidades de Chile, donde procesos tanto históricos como de violencia política en países del área andina, como Bolivia, Perú, Ecuador y Colombia, están ausentes o son considerados de modo general y fragmentario en la formación, debate e inclusión curricular.

			Considerando estas circunstancias, el presente trabajo de investigación busca llenar dos vacíos. En primer lugar, orientar el análisis disciplinar a un campo débilmente cubierto: el del conflicto armado interno más extenso del planeta desde el punto de vista temporal; en segundo término, contribuir, por un lado, a la ampliación de los márgenes de interés sobre el caso y, por otro, al incremento de los trabajos en Chile sobre procesos históricos en América del Sur.

			El resultado de la investigación, es nuestro deseo, conseguirá intervenir en los debates disciplinarios, ampliando tanto las perspectivas analíticas como el conocimiento en torno al asunto. También esperamos aportar a la paz y a la justicia en favor de las víctimas desarmadas de la guerra. Posiblemente, nuestro interés no generará consensos, pues para un sector de historiadores no es su tarea producir trabajos en esta dirección. Sin embargo, asumimos como una necesidad ineludible abordar el tema y, más aún, situar la investigación entre los márgenes de una doble dimensión, a saber: ético-política e intelectual. 

			Se trata, entonces, de una indagación que sobrepasa las fronteras académicas, cuyo fin último es acompañar las nacientes batallas por la memoria histórica y la justicia en Colombia. De ahí que sea una tarea interesantísima examinar a las Autodefensas Unidas de Colombia, sus acciones e integrantes, sobre todo, porque, como victimarios y protagonistas estelares del conflicto han estado escasamente presentes en los debates especializados.

			Las denominadas «Autodefensas Unidas de Colombia» (AUC), organización paramilitar de carácter contrainsurgente y sello criminal del conflicto armado interno, se constituyeron formalmente en San Vicente de Ralito, en la norteña y estratégica región de Urabá, durante el mes de abril de 1997. Analizaremos aquí su herencia violenta, la cual se proyecta evolutivamente hasta nuestros días. Cabe remarcar que se trató de un agente de la guerra que traspasa incluso los límites fronterizos hasta convertirse en un agente armado ilegal y transnacional. Para el logro de sus afanes, ha sido capaz de concertar tácticas y metodologías de contrainsurgencia conocidas en América del Sur y Central como «Guerra sucia». Contaba con un proyecto nacional de «regeneración» de bases de apoyo local, regional y estatal. Junto con ello, comprendía un comportamiento y una «economía de guerra» de tipo mafioso, mientras, desde su nacimiento hasta el momento de su desmovilización, iba desarrollando, paralelamente, relaciones cambiantes tanto con el Estado como con las FF.AA. 

			A lo largo del estudio, buscaremos reconstituir históricamente a las AUC desde su origen en 1997 hasta la desmovilización de su último bloque, «Elmer Cárdenas», en Urabá, durante el año 2006, cuando adhirieron a la propuesta de Álvaro Uribe Vélez, en el marco de su proyecto de «Defensa y seguridad democrática». Por otro lado, haremos énfasis en todo lo que se relaciona con sus bases sociales, territoriales y su proyecto político de carácter nacional, lo cual las diferencia del paramilitarismo colombiano clásico –y de otros tipos semejantes propios de la Guerra Fría, por ejemplo, el de Guatemala o el de El Salvador, durante los años ochenta–2.

			Las AUC nacen y se expanden, territorialmente, una vez concluida la Guerra Fría. En este trabajo nos preocupa el modo y estrategia de expansión geográfica de las mismas, su estructura interna, su relación con los organismos e instituciones del Estado. Revisaremos, también, su estrategia militar, la relación con el comercio de drogas y su carácter transnacional. Es importante hacer notar desde un principio que, a diferencia de las anteriores autodefensas colombianas, las AUC alcanzaron una considerable extensión nacional, se dotaron de un proyecto político específico y su accionar desbordó las fronteras del país.

			En la producción de las ciencias sociales sobre el caso colombiano, existen acuerdos fundamentales acerca de sus raíces causales, así como también han surgido desacuerdos en torno a su caracterización científica. Hay concierto respecto a que el conflicto debe rastrearse históricamente en el período de La Violencia –el cual explotó tras el asesinato, en Bogotá, de Jorge Eliecer Gaitán, el 9 de abril de 1948–, y a que es innegable su proceso de extensión hacia las zonas interiores, rurales o «periféricas» del país, hasta 19653. 

			A modo de explicación sobre el uso de la violencia histórica y permanente por cuenta de las AUC para lograr fines políticos en Colombia, se ha establecido un cierto acuerdo respecto a dos causas predominantes. En primer término, se menciona el «abandono de zonas profundas del país» por parte del Estado que, como consecuencia, quedan entregadas a los actores armados del lugar, ya sean guerrillas, mafiosos o paramilitares. Se trata del «abandono» de territorios del país y su población, traducido en la ausencia de todo tipo de prestaciones como salud o educación, pero también de carencias respecto a las intermediaciones institucionales necesarias para resolver conflictos entre la población. Esta condición centenaria del país se convierte en una profunda inestabilidad para la cotidianidad de sus habitantes, quienes deben negociar «individualmente su propia seguridad». Tal como precisa Gonzalo Sánchez, dichas condiciones han producido una permanente situación de guerra, donde la violencia sistemática es un componente insoslayable. Se trataría de «una acumulación de guerras: guerra de guerrillas, guerra de narcos, de seguridad nacional, entre guerrillas». 

			Aunque la ausencia del Estado es un punto de acuerdo entre los analistas y académicos como raíz de la prolongada guerra, los conceptos utilizados para describir este hecho son diferentes en cada autor. Para el británico Malcolm Deas4, el concepto que mejor expresa este asunto es el de «semipresencia del Estado», debido a que es posible constatar modalidades de cobertura de dicho estamento en el territorio, relacionadas con la construcción de carreteras, servicios o escuelas; mientras que, según Marco Palacios, la situación del Estado como causal del conflicto armado calza mejor con la denominación de «liberalismo por omisión». Con este concepto, se explicaría la negación de la seguridad, del derecho a la vida, del respeto a los bienes y de otras libertades individuales y sociales que son declaradas, explícitamente, en la Constitución Política, pero no son cumplidas.

			La presencia continua del conflicto armado en la historia de Colombia ha sido abordada desde la dialéctica de lo permanente y lo inédito. En cuanto al primer término, se lo considera un problema endémico de la vida nacional, afianzado, fuertemente, en raíces políticas profundas, como la intolerancia y las culpabilidades colectivas. En relación al segundo, resalta el hecho de que, institucionalmente, la élite dirigente impulsó una política caracterizada por el divorcio entre las demandas sociales y el quehacer institucional. 

			Se puede entender este conflicto como una confrontación entre actores diversos y complejos, movilizados en el ámbito de la violencia para hacer valer sus intereses políticos. En esta tesis causal se inscriben Álvaro Tirado Mejía5, Germán Guzmán6, Orlando Fals Borda y Eduardo Umaña. Para Gonzalo Sánchez, Colombia es un país de guerras endémicas que, paradojalmente, se desenvuelve en un marco de derecho y civilidad. Según su perspectiva, la guerra se puede sistematizar durante el siglo XX en cuatro etapas, a partir de las cuales instala el concepto de «cultura de la violencia», marca de identidad de la población. Por su parte, Malcolm Deas y David Bushnell7 señalan que Colombia es un país violento desde sus orígenes y que, si bien no se puede precisar la fecha exacta, el origen del conflicto está marcado tanto por la lucha ideológica como por la propiedad de la tierra.

			El abandono del Estado colombiano para con sus habitantes ofrece, también, una posibilidad de explicación en lo relativo a dos vectores adicionales del conflicto interno: la colonización de las tierras baldías y la pugna entre los actores no estatales e ilegales (como las AUC y las FARC-EP), por el control de los territorios desde los años noventa, en particular aquellos más productivos o dedicados al cultivo y comercio de coca. 

			No se puede obviar un análisis estructural en cuanto a la continuidad de la guerra como consecuencia de la contradicción irresuelta entre los centros administrativos, políticos y financieros modernos. Se han desarrollado, en ellos, instituciones democráticas y relaciones de mercado en contradicción con las demandas de las áreas interiores en la fragmentada geografía colombiana. Tales manejos, cercanos a la «premodernidad», dan mayor importancia a las relaciones monetarias, donde la participación política es capturada por actores agresivos, configurando «mercados de la violencia» y «cooptación armada»8. 

			La concentración de la propiedad de la tierra es también un catalizador de la guerra que se libró, precisamente, en escenarios rurales lejanos a la mayoría de la sociedad colombiana. En este ámbito, se ha señalado que la modalidad histórica de propiedad de la tierra en el país correspondería a una estructura bimodal que combinó latifundio y minifundio de trabajo extensivo familiar, donde el latifundio generó excedentes de mano de obra, personas que se transformaron en los colonos de la vasta frontera interna y se instalaron en zonas de futuras tensiones y violencia, como las llanuras del Caribe, las vertientes externas de los Andes, Antioquia y el Magdalena Medio9. Debido a lo anterior, se ha recalcado que la colonización interna por población campesina fue la forma predominante en el país. Este fue el escenario más adecuado para apreciar el abandono del Estado central; allí, el actor principal ha sido el colono que «tumba monte». En el libro El conflicto, callejón con salida (2003), el extenso problema es contextualizado –como proceso histórico localizado en la «periferia» del país y, por tanto, marginal al sistema político– a través de tres hipótesis centrales: 1) En las zonas de colonización hay espacio para ejércitos no estatales; 2) La violencia es el resultado del fracaso del Estado, el cual no logró prevenir el conflicto; 3). El conflicto fue el resultado de la herencia del «Frente Nacional» de los años cincuenta, cuya actuación puso fin a la violencia, pero dejó remanentes de guerrilla social en el campo (tal vez convenga señalar que ocupaba territorios de la periferia, donde el orden jurídico era difuso, y que su continuidad fue liderada por agentes agresivos, como las FARC-EP o las AUC, convertidos en gobiernos locales en ausencia del Estado).

			Otra importante causa del conflicto se concentra en el sistema de partidos políticos colombianos, que ha consagrado el bipartidismo de conservadores y liberales como entes hegemónicos desde el siglo XIX. Este factor sería determinante, porque habría obstaculizado la ampliación democrática del país. Dicha polaridad queda ejemplificada en el siglo XX por el asesinato de Jorge Eliecer Gaitán (1948) y el posterior Bogotazo. Y, más tarde, por el exterminio de la izquierdista Unión Patriótica durante los años 1985-1986, en pleno período de negociaciones impulsado por el gobierno de Belisario Betancur y aceptado por las FARC10.

			El sociólogo e intelectual Eduardo Pizarro define el asunto colombiano como «un conflicto armado de raíces políticas, baja intensidad, alta victimización de los civiles y un gran componente del narcotráfico». Construye una caracterización que incorpora una variedad de elementos diversos; por ejemplo, el término «Guatemalización», con el cual explica el empate militar existente en el conflicto y avizora una salida negociada e inminente coincidente con el «Informe Nacional de Derechos Humanos del año 2003 ».

			Ahora bien, donde existen desacuerdos es respecto a la caracterización del extenso conflicto armado. Así, para Álvaro Camacho Guizado11, el problema tendría un atributo excepcional por carecer del sello «binario», en relación a la acción y definición ideológica de sus actores. Tuvo, en cambio, una característica «multiactoral» de varios contendores que, en algunos casos, como en el de los paramilitares, se forjaron «desde adentro». Además, abarca distintos campos de gestación de conflictos, a saber: la religión, la propiedad, la nacionalidad, la territorialidad, la clase social, el narcotráfico, el género, las identidades, los guerrilleros, la delincuencia común y la condición étnica.

			Según Carlos Medina Gallegos, los estudios y clasificaciones del conflicto colombiano han buscado reconocer la atipicidad del mismo, atendiendo a la violencia que ha formado parte de la construcción del territorio nacional. En su trabajo, busca adecuar las teorías de la guerra que mejor se aplican al país, partiendo de la consideración de que la guerra en Colombia no tiene rasgos premodernos, sino que ha tomado prácticas y discursos de las guerras modernas. A este respecto, las «acciones recíprocas» de la teoría de Von Clausewitz le parecen adecuadas para comprender el conflicto desde la indesmentible óptica de que es dinamizada, como toda guerra, por objetivos políticos12.

			De acuerdo a las distintas visiones existentes, las principales caracterizaciones del conflicto se pueden clasificar de la siguiente forma:

			–Como Guerra Civil. Durante los últimos quince años, Colombia habría sido devastada por una combinación de guerra civil, acciones guerrilleras, bandidajes y simples matanzas. Este fenómeno ha sido conocido como La Violencia. A falta de un término mejor13, se ha señalado la necesidad de impulsar al mundo político y académico colombiano a asumir la existencia de una «Guerra Civil», aunque los lineamientos de esta caracterización son discrepantes en el ámbito académico nacional e internacional. Según Tad Szulc, Colombia representa «la guerra civil más larga y brutal de Occidente, que se prolonga internamente durante 100 años»14. 

			Sin embargo, los analistas de la violencia colombiana no están de acuerdo en que la categoría «guerra civil» sea la mejor denominación para este conflicto; la consideran plagada de indefiniciones y sostienen que el concepto mismo ha sido objeto de diversas apreciaciones, complicando aún más su utilización. Han enfatizado que no hay en la actualidad una teoría orgánica y generalizable que dé cuenta de las diversas contiendas internas15.

			–Una segunda clasificación es propuesta por la británica Mary Kaldor, a partir del análisis de nuevas formas de violencia a finales de los años ochenta, especialmente en África y Europa del Este. Señala que estas nuevas guerras tienen tres características especiales: la renuncia al tradicional marco nacional e internacional como referente obligado para definir su condición de civiles, el contexto de la globalización y que las contiendas implican un desdibujamiento de las fronteras16.

			Un aspecto vital en la consideración de una guerra civil, se relaciona con la «adhesión social» a los bandos en pugna. En tal sentido, el aporte de Eduardo Pizarro a este debate es relevante; para él, claramente, no existe guerra civil, porque entre los requisitos fundamentales para usar dicha denominación se encuentran los proyectos antagónicos de sociedad y la polarización nacional. Así, entonces, la tarea de caracterizar el conflicto colombiano es un desafío abierto y no acabado. Según este autor, la historia de Colombia es la de un contractualismo coactivo nunca resuelto y, en consecuencia, caracterizado por el hecho de que desde varios ángulos del poder se han impulsado contradictorias alternativas de hegemonía nacional, sin que ninguna de ellas logre el monopolio legítimo de una fuerza que permita articular el inconexo tejido de la nación17. 

			–La Tesis de la Guerra Insurgente. Esta designación nos plantea otro marco analítico, donde el conflicto tiene, teóricamente, definidos factores que la desencadenan, aun cuando (al igual que en el caso de la «guerra civil») no existe consenso entre los investigadores. Así, para Theda Skopcol, los alzamientos armados al interior de un Estado, propios de una insurgencia, ocurren como resultado de una crisis centrada en las estructuras y en la situación del Estado del antiguo régimen. El quiebre de la capacidad represiva del Estado, finalmente, crea condiciones directa o ulteriormente favorables para una revuelta campesina general e irreversible contra los terratenientes. La autora descarta el factor de la precarización económica como elemento determinante de la irrupción insurgente y, en cambio, centra su surgimiento en la fragilidad y el deterioro del monopolio de la violencia del Estado, lo cual constituye, según ella, el factor histórico permanente que posibilita la mantención del conflicto en vastas zonas del territorio nacional. Por ello, resalta la fuerte presencia de las FARC-EP, a las que adhieren sectores del campesinado, así como también la importancia del terreno y la geografía, ambos factores potenciados por la ausencia del Estado. A todo esto, se agrega la generación y continuidad ampliada de diversas oleadas de privatización de la violencia, que transitan desde las autodefensas al paramilitarismo, y cuya máxima expresión nacional son las AUC. 

			–Conflicto Interno. Caracteriza al caso colombiano como una confrontación violenta cuyos orígenes residen, esencialmente, en factores domésticos más que en factores ligados al sistema internacional. Aquí la violencia armada se reduce a los límites de un Estado, de acuerdo a lo que señala Steven David. Sin embargo, en los primeros años del siglo XXI la violencia adquirió características regionales transfronterizas, lo que se demostró en diferentes hechos, como el Plan Colombia, la presencia creciente de EE.UU. y, más recientemente, desde el 2008, la incursión armada colombiana en territorio ecuatoriano, que culminó con la muerte del comandante de las FARC, Raúl Reyes18.

			–Guerra No Convencional. Se argumenta su existencia por la forma como se despliegan los diversos y variados combatientes; en particular, quienes asumen la guerra de guerrillas, incluidas las AUC. Conviene recordar que este conflicto interno no convencional y crónico se originó a partir de diferencias ideológicas; de este modo, aun cuando la guerrilla tiene antecedentes que se remontan al periodo de La Violencia, es un hecho que se potencia con la Revolución Cubana y la Guerra Fría. No obstante, habría dos consideraciones adicionales que le dan singularidad al conflicto crónico. La primera: se trataría de la única confrontación armada interna que, originada en la Guerra Fría, se ha extendido más allá de la misma. La segunda: tendría componentes claramente domésticos, además de haber sido impactada desde los años ochenta por el narcotráfico, el cual la dotará de autonomía financiera suficiente para alimentar la guerra. En esta línea se han incorporado términos como «narcoguerrilla» o «narcopolítica», a fin de expresar la evidente relación con el negocio de las drogas ilícitas19 que existe entre los actores políticos y los grupos alzados en armas.

			–La «Guerra de Baja Intensidad». Aparece durante la década de 1970 como una forma de caracterizar la guerra de guerrillas, que alcanzaba gran expansión durante esta época en diferentes continentes: América, Asia y África. Las fuerzas armadas estadounidenses proponen la noción de «Guerra de Baja Intensidad» para explicar una compleja gama de modalidades de guerra irregular que se estaba llevando a cabo: guerra insurgente, contrarrevolucionaria, acción terrorista20 o contraterrorista. 

			–La caracterización de «Guerra contra la Sociedad» es utilizada por el analista e investigador Daniel Pécaut21, quien describe el conflicto como una guerra desencadenada contra la población civil. Al parecer de Pécaut, la población civil fue el blanco privilegiado de las acciones bélicas, dado que el control territorial resultó decisivo para avanzar en las estrategias globales, tanto de la guerrilla como de los grupos paramilitares. De ahí que no correspondería a una guerra civil clásica, entendida como una fractura en la sociedad y los aparatos armados del Estado. Se trataría, en cambio, de una «guerra interminable», sostenida en recursos financieros crecientes y en la tendencia a separarse de la población a la que aspiran representar22. Esta caracterización ha recibido críticas de parte de especialistas colombianos por restarle visibilidad a la dimensión política y colocar como eje de la definición un rasgo propio de la mayor parte de los conflictos armados internos.

			–«Guerra contra el Terrorismo». Los principales grupos armados ilegales de Colombia, engrosan las listas internacionales de organizaciones terroristas tanto en EE.UU. como en la Unión Europea desde los años 2001-2002, incluyendo a las FARC, ELN y las AUC. De este modo, el conflicto en Colombia puede desbordar su tradicional cariz doméstico e insertarse en el plano global. Así, las guerrillas ya no son consideradas en términos de fuerzas insurgentes o contraestatales, sino como organizaciones terroristas financiadas por el narcotráfico. La definición fue adoptada por el Estado colombiano con la finalidad de justificar la represión interna, donde dicho estamento tendría la obligación de someter a los grupos ilegales terroristas y recobrar el control del territorio23.

			Por otra parte, es posible ubicar análisis y consideraciones sobre las AUC en obras mayores, informes del conflicto (sobre todo los de derechos humanos) y en entrevistas a sus comandantes24. Los trabajos se refieren, mayoritariamente, a su historia, a su vinculación con el Estado y las FF.AA. Abordan, asimismo, la organización interna, sus relaciones con el narcotráfico, parapolítica, registro de acciones, masacres, extensión geográfica y acciones de guerra.

			La perspectiva analítica que más influjo ha tenido respecto a la historia del paramilitarismo está representada en el trabajo de Alejandro Reyes Posada25. El paramilitarismo, según él, es el resultado histórico de una forma combinada de combatir la subversión. Entre estas modalidades, se encuentran la acción de las FF.AA., la de escuadrones de la muerte y paramilitares privados. La posibilidad del movimiento se da en el contexto de debilidad estructural del Estado y con el propósito de enfrentar y/o resolver, exitosamente, el conflicto interno. 

			Por su parte, el trabajo de Eric Lair plantea que las AUC se originan desde servicios oficiales subordinados a la contrainsurgencia en la década de los setenta. Se ha establecido que, hasta 1997, la vinculación del paramilitarismo con sectores de las FF.AA. es indesmentible, al punto de realizar operaciones en conjunto o contar con militares y policías en sus filas, demostrando su origen estatal. Las AUC constituirían, se dice, un proyecto federativo de identidad colectiva y antisubversiva, de naturaleza nacional, en pos de la defensa del país, de la clase media y el fortalecimiento del Estado26.

			Se ha generado una reciente y amplia producción académica sobre este tema, con la intervención de importantes historiadores de Colombia; por ejemplo, Carlos Medina Gallego. Para el autor, los paramilitares han sido el resultado de una alianza social entre terratenientes, comerciantes, autoridades locales e integrantes de las FFAA. Las políticas contrainsurgentes, desde su punto de vista, han sido influenciadas por la Doctrina de Seguridad Nacional en los años setenta27.

			Destaca además una investigación de la Universidad Nacional que analiza y desglosa la composición de las AUC en su dimensión burocrática. Esta agrupación contendría, desde su formación en 1997, componentes específicos y cualitativamente diferenciadores de la tradición política y militar colombiana. Las AUC habrían dado forma, a partir de su fundación, a un proyecto político de carácter refundacional y nacional, lo que las diferenció de formas locales, regionales o particulares de paramilitarismo o «vigilantismo anglosajón»28. 

			El paramilitarismo en Colombia puede ser rastreado, en el siglo XIX, en el sentido de una modalidad de defensa y protección, así de comerciantes como de ganaderos, amenazados por el bandolerismo y, desde la década de 1960, por la guerrilla. En la base de estas organizaciones, surgidas en distintas regiones del país, se encontraba el abandono del Estado y sus prestaciones de defensa y protección a la población. Esta condición impulsó la gestación de ejércitos privados que defendían los intereses de propietarios agrarios o mineros del accionar guerrillero, en expansión desde la década de 1970. Las formas de privatización de la violencia se institucionalizaron en el país entre 1968 y 1979, haciendo tareas de contrainsurgencia que antes cumplía el Estado, terminando con su eventual monopolio de la fuerza. 

			Los trabajos sobre las visiones del mundo, valores, subjetividades y cultura política de los integrantes de las AUC son escasos, dada la complejidad metodológica y el tema de la seguridad para los propios investigadores. Destaca el trabajo de Daniel Álvarez y Edwin Cruz, de la U. Nacional29, para quienes el paramilitarismo en Colombia se origina en base a diversas fuerzas irregulares: escuadrones de la muerte, rondas campesinas y autodefensas. Estas dieron forma a un complejo fenómeno político al que convergen distintos intereses y actores desde una lógica de «Señores de la Guerra» de carácter mafioso, que han logrado infiltrar instituciones de gobierno a través de la llamada «parapolítica»30. La visión antecedente permite establecer la insuficiencia de explicar las maniobras de las AUC únicamente como parte de la estrategia contrainsurgente del Estado y las FF.AA.

			La parapolítica se convirtió, desde inicios de los noventa, en la fuerza partidista mayoritaria a nivel regional y nacional, formando parte de la coalición gobernante de Álvaro Uribe en sus dos períodos presidenciales31. El investigador colombiano Jorge L. Garay retoma esta tesis y considera que el objetivo del paramilitarismo era la «captura del Estado», entendida como la posibilidad de intervención de grupos ilegales en la formulación de leyes y políticas públicas32. Este hecho, y su plan de expansión y ocupación territorial, lo distinguen de otras formas de paramilitarismo exclusivamente contrainsurgentes de América Latina, así como también de las autodefensas protectoras de la propiedad del pasado colombiano33. Las AUC tienen, inicialmente, una vinculación decisiva con los aparatos armados del Estado y el narcotráfico y, en una etapa posterior de mayor consolidación organizacional, desarrollaron un proyecto político propio, no del todo compartido por su variopinta comandancia. Se entremezclaban en él objetivos contrainsurgentes, defensa de la propiedad, control del narcotráfico y apropiación de recursos públicos, entre otros.

			Por último, cabe destacar una investigación periodística de Maria Teresa Ronderos34, sobre la continuidad, extensión y costos humanos de un conflicto que ocurre sin dictaduras, con crecimiento económico y una inversión billonaria en defensa. La respuesta está en la continuidad de los actores violentos y la ausencia del Estado, derribando los mitos sobre la formación de la organización. Dicha investigación examina las personalidades contradictorias de los tres hermanos Castaño, fundadores de las AUC, además de la secuelade crímenes y violaciones a los derechos humanos provocada por el plan de guerra del movimiento.

			El conflicto colombiano desborda, desde finales de los años noventa, los espacios soberanos de las fronteras nacionales y se torna comparable con otros sitios de violencia interna, como lo que ha ocurrido en África en el contexto de la globalización. En el marco de la posguerra fría, dentro de los conflictos internos, actores como las AUC se adecuaron a las nuevas condiciones del orden mundial, superando o suplantando el accionar de los Estados nacionales, sus dispositivos de orden y del monopolio de la fuerza, aprovechando las redes de comercio y comunicaciones globales a su favor y de sus ilegales actividades. No hay en Colombia desintegración del Estado ni discontinuidades democráticas, sino más bien una recuperación del monopolio de la fuerza entre el 2002-2005, tal como sucediera en África, y que Mary Kaldor describe como «Guerras del siglo XXI» 35. 

			Al parecer de Kaldor, indudablemente, se produjo la internacionalización del conflicto interior, producto, por ejemplo, de la implementación del Plan Colombia, en 1998, por el gobierno de Clinton, del comercio internacional de armas o de la relación con carteles mexicanos de drogas a partir de los años ochenta. Otros elementos que sostienen la afirmación precedente son: la presencia de medios de comunicación globales, la búsqueda de superación del problema fuera del país, la intervención de países garantes o acompañantes, como asimismo la actuación en territorio nacional de mercenarios y la acción de la justicia de EE.UU. Según la autora, el rasgo distintivo de estos conflictos es su carácter degenerativo, la debilidad estatal y la pérdida del monopolio de la fuerza.

			Tras el 11 de septiembre del año 2001, actores del conflicto como las AUC, las FARC-EP o el ELN pasaron a engrosar la lista de organizaciones perseguidas en el contexto de la «Guerra contra el terrorismo». En la actualidad, catorce «comandantes» de las AUC cumplen condena en EE.UU. por acusaciones de narcotráfico. Para entender y analizar mejor este asunto, también es posible observarlo desde otros dos ángulos analíticos: el normativo del derecho internacional y el disciplinario de la historia de las relaciones internacionales.

			Bajo la denominación de New Wars, se pueden ubicar los conflictos armados que, como el colombiano, desbordan y superan los márgenes cronológicos de la Guerra Fría. El trabajo de Mary Kaldor se refiere, particularmente, a las guerras de África y del Este de Europa. Son desavenencias armadas, caracterizadas por una situación de violencia entre el Estado y organizaciones políticas y del crimen organizado. Tales diferencias contienen, en su despliegue, un continuo de atrocidades y violaciones a los derechos humanos.

			Nos parece adecuada esta denominación teórica para ubicar la cuestión colombiana por sobre otras, por ejemplo, «Guerras de baja intensidad» o las «Guerras híbridas», de Frank Hoffman; concepción en la que incorpora la violencia estatal y distintas formas de guerra convencional, tales como guerra civil o contrainsurgente. 

			La definición de Martin Shaw «guerras degeneradas»36, respecto de aquellas caracterizadas por la presencia del genocidio como componente fundamental, lo cual pareciera responder a algunos períodos de la historia de Colombia desde la década de los noventa, será utilizada en el trabajo en cuanto parte integrante de una dimensión mayor, más completa y eficaz: las llamadas New Wars37. Estas son propias de la globalización y expresan una erosión de la autonomía del Estado; en particular, respecto al monopolio y uso legítimo de la fuerza. Tienen, además, conexión transnacional y son libradas desde una síntesis entre la guerra de guerrillas y la contrainsurgente38.

			Desde el punto de vista del derecho internacional, la categoría «transnacionalismo» ha cobrado singular importancia desde la década de los años sesenta-setenta. La perspectiva analítica advierte sobre la conformación de un escenario transnacional en el que participan diversos actores ajenos al Estado, que dinamizan o entorpecen la actividad internacional de los mismos. La obra Transnational Relations and World Politics39, de los autores Robert Keohane y Jospeh Nye (1971), plantea un nuevo paradigma, el cual define que, en la actualidad, los contactos y relaciones a través de las fronteras no están permanentemente bajo la supervisión de los Estados. Con este paradigma se reconfigura el concepto de soberanía nacional, por lo que el enfoque clásico de las relaciones internacionales, centrado en los Estados, pierde vigencia. Los actores que operan en este escenario internacional constituyen un amplio rango, el cual abarca desde las empresas y corporaciones transnacionales hasta bandas internacionales de carácter mafioso y criminal, controladoras de actividades ilícitas, como el comercio de armas o el narcotráfico. Es en este sentido que se orienta la argumentación respecto a las AUC. Si bien se trata de un actor surgido del conflicto interno colombiano, su accionar e impacto político sobrepasan las fronteras del país.

			Una segunda corriente analítica a utilizar como soporte teórico es de tipo disciplinario: la historia de las relaciones internacionales. Esta perspectiva historiográfica supera la atávica historia internacional centrada en los Estados, la diplomacia y la guerra, incorporando otros componentes activos del escenario internacional. Las obras de los franceses Jean Baptiste Duroselle y Pierre Renouvin abren un nuevo camino de análisis respecto a las relaciones internacionales, al incorporar las llamadas «fuerzas profundas». Ambos autores apuntan, en sus respectivas obras, a situar las relaciones internacionales dentro del cuadro general de la historia tanto económica como social y de la historia de las ideas e instituciones40.

			Estos nuevos impulsos y perspectivas serán acogidos y continuados bajo distintos énfasis. Se propone una definición de actor internacional que desborda a los Estados e incluye a organizaciones, grupos y personas «susceptibles de desempeñar un papel destacado en la vida internacional». Desafían, por un lado, la soberanía, y por otro, el monopolio de la fuerza de los Estados41. Dentro de esta definición es que se enmarca a las AUC como un «actor transnacional no legal». Tal caracterización incluye a grupos que desarrollan actividades delictivas tradicionales: tráfico de armas, drogas, tráfico de seres humanos y falsificaciones. En esta misma línea se ha enfatizado el creciente protagonismo de instituciones globales; a saber: las corporaciones, la opinión pública, las ONG, las organizaciones terroristas, y también el crimen organizado42.

			En resumen, la investigación se basó en la categoría de conflicto interno de carácter armado, de origen doméstico, con distintas matrices ideológicas; y se examinó, asimismo, el abandono del Estado en tanto factor decisivo del problema. Se intentará demostrar que, en este asunto, juega un rol determinante el comercio de drogas y que el caso forma parte de las «Guerras del siglo XXI». Se considerará, además, su impacto más allá de las fronteras del país, debido a la presencia de actores transnacionales (Chiquita Brands, Coca Cola y ONG) o a causa del tráfico de estupefacientes o armas, todo ello vinculado tanto a componentes armados y criminales como a mercenarios y gobiernos extranjeros. 
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Capítulo I
La privatización de la violencia y el paramilitarismo
en la historia nacional


			La privatización de la violencia: el Estado debilitado,
una tesis del contexto de origen

			En este capítulo revisaremos el debate teórico acerca de los conceptos de paramilitarismo y autodefensas, utilizados, indistintamente, con el propósito de caracterizar o estudiar a los actores de la violencia paraestatal. El debate nos permitirá, por un lado, acotar y, por otro, sustentar el concepto de paramilitarismo, bajo el cual estudiaremos a las AUC. La discusión se encuentra anclada tanto en la historia nacional como en las clásicas autodefensas transformadas en paramilitarismo. También contempla el contexto de la Guerra Fría, donde las dinámicas externas se imponen por sobre las raíces domésticas.

			Lo que podemos denominar «privatización de la violencia» en Colombia tiene una larga historia que se extiende desde el siglo XIX hasta los inicios de la vida independiente del país43. Vinculada, dialécticamente, con la pérdida del «monopolio de la fuerza» y del control territorial por cuenta del Estado, constituye, según analistas del conflicto interno, una de las causas fundamentales del problema. Así aparece en los trabajos de cientistas sociales como Mauricio Romero, Carlos Medina, Marco Palacios, Gonzalo Sánchez, Alfredo Rangel, Daniel Pecaut, Malcolm Deas, Fernando Cubides, Eduardo Pizarro y Juan Carlos Garzón44, por nombrar a los más significativos de la última parte del siglo XX e inicios del XXI.

			En esta línea, Malcolm Deas ha señalado: «Colombia ha sido a veces un país violento. Las guerras del siglo XIX que pueden considerarse nacionales son las de 1830-31, 1839-42, 1851, 1854, 1860-62, 1876-77, 1885, 1895 y 1899-1902»45. Es decir, un total de nueve guerras civiles en las que se enfrentaron los dos principales partidos por el control del Estado y que habrían de culminar en 1901, en la llamada «Guerra de los mil días». Esta última significó para el país la escisión del territorio panameño, bajo injerencia directa de EE.UU. A estas guerras civiles que, dada su frecuencia, involucraron a todas las generaciones de colombianos del siglo XIX, habría que agregar las «rebeliones que suman 50 para la misma temporalidad»46. 

			La pérdida o el deterioro de la fuerza por parte del Estado fue un catalizador de la violencia y el conflicto que, si bien permanente en la historia, se amplificó en su significación para el siglo XX. Desde la perspectiva de Mauricio Romero47, se trata de un caso «en reversa», bien de la formación, bien del afianzamiento de los Estados europeos. Afirma que Colombia fue un Estado que se deterioró y, usando el concepto de Paul Oquist48, «colapsa». La disolución del Estado produce, entonces, guerras civiles y violencias. Esta condición determina el origen del conflicto y hace parte, en Sudamérica, del único ejemplo en relación con las problemáticas de «nuevo tipo» o New Wars (Kaldor)49. En efecto, se expanden por el planeta a Estados nuevos o débiles en situaciones objetivas de «pérdida del monopolio de la fuerza». Estos nuevos escenarios de disyuntivas interestatales o internas crecieron una vez finalizada la Segunda Guerra Mundial, en 1945. Desde esa fecha y hasta 1995: «El 77% de las 164 guerras entre 1945-1995 fueron internas, en las que el combate armado no era contra otro Estado, sino contra las autoridades del Estado, o entre comunidades armadas dentro del mismo territorio»50. 

			Ciertamente, se trata de «nuevas guerras» en las que las motivaciones son políticas, pero, al mismo tiempo, económicas, impulsadas por actores diversos, etnias, grupos locales o regionales. En ellas, las viejas reglas del conflicto han desaparecido: «Son guerras sin reglas ni etiquetas»51, cuyas víctimas no provienen de los combatientes enfrentados, sino de la población civil e indefensa, ya sean integrantes de etnias, como en Ruanda o Bosnia, o bien campesinos a expulsar de la tierra para concentrar la propiedad y apropiarse de los recursos. Los mentados escenarios de violencia se producen en espacios desinstitucionalizados, con Estados débiles o colapsados, como en Colombia. En estos conflictos se dan intermitencias temporales, pero, en definitiva, se sostienen en el tiempo. Son guerras en las cuales, para su comprensión adecuada, se deben unir los intereses políticos con las demandas económicas de los grupos u organizaciones en disputa. Ello significa que no solo se trata de la toma del poder o la imposición de particulares referentes ideológicos, sino también de la lucha por la depredación y uso de los recursos económicos en beneficio propio, llámense estos la tierra, la coca (Colombia), los diamantes (Liberia) o el coltán (Congo).

			Cabe señalar aquí la antigua máxima del barón Von Clausewitz, coherente con la época de la globalización: «la guerra es la continuación de la política y la economía con otros medios». El Estado debiera, entonces: «hacer uso de la fuerza como parte del ejercicio de poder y debe utilizarla en forma racional y legal»52. No obstante, cuando el Estado no está en condiciones de hacerse cargo de esta tarea, es posible que aparezca distribuida en la sociedad y que ese estamento utilice otras modalidades u organizaciones para ejercer el control territorial. En tal atmósfera, es probable que se formen y fortalezcan fuerzas organizadas que aspiran y apuntan al derrocamiento o reemplazo del Estado existente. 

			El historiador Carlos Medina Gallego describe la situación de la siguiente manera:

			Cuando se trata de una organización distinta al Estado que hace uso de la fuerza, so pretexto de servirle a él, a los intereses de la sociedad, ante la incapacidad de aquél para controlar el crecimiento del conflicto o bien para confrontar radicalmente el poder estatal en el camino a instaurar un nuevo modelo de sociedad y Estado, estamos entonces frente a dos tipos distintos de violencia: la violencia parainstitucional y la violencia contraestatal.

			Desde el punto de vista del historiador, la violencia parainstitucional es aquella que correspondería a la ejercida por los paramilitares de Colombia, agrupados en las AUC: «que no tiene por objeto la transformación de la sociedad, sino que ‘garantizar’, complementar y suplementar su adecuado funcionamiento, cuando el Estado no está en condiciones de hacerlo por las limitaciones que tiene en todos los órdenes». Por su parte, la violencia «contraestatal» concerniría a aquella desplegada por las organizaciones guerrilleras desde mediados de la década de los sesenta, las cuales enfrentaron, a través de la violencia armada, al Estado en la perspectiva de su captura, con la finalidad de transformar el sistema económico, político y social. 

			El Estado despliega, en una sociedad moderna, la coacción como un proceso histórico, legitimado a través de acuerdos políticos y sociales, con el objetivo consensuado de «la búsqueda del bien común y la seguridad colectiva». A partir de este principio, puede obligar al cumplimiento de las normas, leyes históricas y legítimamente pactadas, así como a reprimir o castigar su incumplimiento. La posibilidad de que otra «agencia» usurpe el poder del Estado, existe en momentos en que este se encuentra debilitado o «colapsado». Para Medina, es entonces cuando se da «la posibilidad real de que, en el ejercicio del monopolio del poder, la fuerza sea usurpada al Estado por otra agencia, dando origen a prácticas de coacción no institucionalizadas o no reconocidas legalmente por el Estado».

			En este contexto político, se produce la «privatización de la violencia» por agentes no estatales. Dicho ámbito es el que, en nuestra opinión, caracterizó el marco del conflicto colombiano y sus múltiples actores durante la segunda mitad del siglo XX. En este trabajo se analiza uno de ellos: las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), que buscaron cohesionar estructuras paramilitares dispersas por el territorio; en particular, en la región norte, Magdalena Medio y Caribe, en 1997. Se trató de grupos de autodefensas devenidos en paramilitares. Como lo señala el investigador Juan Carlos Garzón, siempre los paramilitares fueron, en sus inicios, autodefensas, lo que definitivamente no ocurre en sentido contrario53. 

			El concepto de «actor no estatal» es propio de las organizaciones armadas que el trabajo refiere y ha sido acuñado por Luis Fernando Trejos, en alusión a la guerrilla izquierdista FARC-EP. El autor adopta la caracterización de estas figuras a partir de la forma en la que se relacionan con el Estado. De este modo, las divide entre «paraestatales y contraestatales»54. En el caso de nuestro estudio, se trata de abordar desde esta matriz a las AUC, en el sentido de actor «paraestatal».

			Revisión histórica de los planes y políticas del Estado colombiano
ante el conflicto armado: del Plan Lazo a la política de defensa y seguridad democrática (1964-2005)

			Exponemos, a continuación, un recuento de las políticas del Estado y de los actores para y contraestatales dentro del conflicto interno y lo iniciamos desde que este se tornó evidente para las políticas del bipartidismo. No obstante, hay que considerar a la Guerra Fría como un factor decisivo e inspirador en la formación de las guerrillas en 1964-65, inclusive más allá de 1990. Frente al conflicto interno, el Estado colombiano ha tenido variadas posturas que parecen responder a las particulares perspectivas de los gobiernos cada cuatro años, restándoles total eficacia en el logro de sus objetivos, sin jamás haber concitado el apoyo ni la participación de la sociedad en su aplicación y éxito.

			Nos parece evidente que el Estado no ha concitado el apoyo nacional hacia la lucha contrainsurgente, que durante mucho tiempo ha sido subestimada o cuya naturaleza no se ha comprendido totalmente. Planteamos que esta situación ha venido cambiando a partir del año 2002 con Álvaro Uribe Vélez, cuestión que trataremos específicamente en este acápite.

			El Plan Lazo y los confusos años posteriores

			Solo en la década de 1960, el Estado colombiano respondió al conflicto interno que parecía no comprender: «Justo en sus inicios, el Estado no distinguió el fenómeno insurgente que se gestaba, con los brotes de bandolerismo en que degeneró el movimiento de Autodefensas Campesinas contra la violencia oficial de los años 50»55. A inicios de los años sesenta, se articuló una primera respuesta denominada el «Plan Lazo» (1960-1964), el cual fue dirigido por el general Alberto Ruiz Novoa y catalogado, en su época, con el apelativo de «desarrollista». Constituyó una primera respuesta estatal frente a la disputa interna y descansaba en «la necesidad sentida por los mandos militares con autonomía frente al poder político en el manejo de asuntos relacionados con el orden público; la articulación ideológica de esta tendencia era el anticomunismo»56.

			Las bases que sostenían la aplicación del Plan Lazo abordaban aspectos de la realidad social colombiana, superando, de este modo, las preocupaciones puramente militares. Contó con el apoyo directo de EE.UU. y, conjugando aspectos político-militares, pudo mostrar algunos logros. Fundamentalmente, las fuerzas militares llevaron a cabo una adecuación estructural, acorde con las exigencias operacionales. La descentralización del mando, la flexibilidad logística y de apoyo, así como la separación de las decisiones operativas de las responsabilidades administrativas, redundaron en una gran capacidad en la toma de decisiones»57.

			Durante el Plan, tuvieron lugar los hechos que culminaron con el nacimiento de las FARC, en Marquetalia y Río Chiquito, en el Caquetá, el 26 de septiembre de 1966. La medida, aun cuando no fue continuada por los siguientes gobiernos, fue reconocida como un hito y un giro copernicano respecto a cómo el Estado enfrentaba los problemas de orden público. Tuvo el significado relevante de ser la primera disposición en la que el plano militar revistió envergadura nacional, con objetivos a largo plazo, además de definiciones tácticas y operativas inmediatas. Se rompió su continuidad con Carlos Lleras Restrepo, bajo cuyo gobierno (1964-1970) se produjeron dos hechos fundamentales en lo relativo a la evolución posterior del conflicto. El primero de ellos fue la aprobación del primer «Estatuto de Seguridad y Defensa», marco jurídico para la organización de la Defensa Nacional; el segundo, la dictación de la Ley 48, de 1968. Esta última permitió la creación de milicias para la movilización de la población civil hacia actividades y tareas propias del Estado, concernientes al orden público, derivando con los años en el paramilitarismo, autor de atroces y reconocidas violaciones al derecho internacional humanitario. La ley fue abolida en el año 1990 por el presidente Virgilio Barco, ante la evidencia de la participación de las organizaciones paramilitares vinculadas al narcotráfico en el asesinato de tres candidatos presidenciales: Carlos Pizarro, de la Alianza Democrática M-19; Bernardo Jaramillo Ossa, de la Unión Patriótica; y Luis Carlos Galán, del Nuevo Liberalismo. 

			El Decreto Título IV, relativo a la Defensa Civil del Decreto del 24 de diciembre del año 1965, establecía que «la participación en la defensa civil es permanente y obligatoria para todos los habitantes del país»58. Como consecuencia de este precepto, la población se organizó como Defensa Civil y fue entrenada y armada por las FF.AA. Su función sería suplir o acompañar al Estado en tareas de orden público cuando este no pudiera hacerlo.

			Las administraciones posteriores, paradójicamente, no consideraron relevante el conflicto interno, aunque crecía en las zonas rurales. En gran medida esto se debió a la importancia que adquirieron las tensiones limítrofes con Venezuela durante el gobierno de Pastrana Borrero, en los años setenta. El nacimiento de la guerrilla Movimiento 19 de abril (M-19) estuvo acompañado de acciones de gran espectacularidad: tomas de embajadas y pueblos, que obligaron al gobierno a reconsiderar el, hasta allí, postergado conflicto nacional. En este contexto, surgió la iniciativa del «Estatuto de seguridad», que priorizó la represión como método preferente ante la insurgencia. El programa se sustentaba, ideológicamente, en la Doctrina de Seguridad Nacional y entregó a las Fuerzas Armadas el control del orden en zonas de alta conflictividad. No obstante, también requería de esta institución para la represión del movimiento social, como asimismo, de la población acusada de ser base de apoyo a la guerrilla, derivando en las primeras manifestaciones de la «guerra sucia» en el país. Desde esta legislación, se levanta e impulsa el paramilitarismo en zonas de acción guerrillera, por ejemplo, el Magdalena Medio, Boyacá, Córdoba o el Meta. 

			Los dieciséis años de las negociaciones de paz en medio del conflicto
1984-2000: Los Tratados Cuatrienales

			A partir del Gobierno del Conservador Belisario Betancur se inicia una serie de intentos de salida al conflicto por medio de diálogos de paz, todos los cuales culminaron, inexorablemente, bajo el fuego de las armas. Estas negociaciones otorgaban a las organizaciones guerrilleras un estatus político, al que se opusieron con fuerza, por un lado, sectores destacados del empresariado nacional y, por otro, las élites locales, ganaderas y comerciantes de las zonas donde los grupos armados mostraban gran actividad, al tiempo que desplegaban acciones extorsivas. El momento de mayor éxito de las iniciativas políticas ocurrió en año 1990, tiempo en el cual se desmovilizaron organizaciones alzadas en armas de la, entonces, Coordinadora Simón Bolívar, como el Ejército Popular de Liberación, EPL, y el M-19. 

			Lo que se inicia hacia la década de los ochenta es un cambio en la actitud del Estado colombiano ante un conflicto creciente de fuerzas contraestatales, en el marco de la Guerra Fría, enquistadas y en crecimiento en las «zonas sin Estado» del país.

			Un cambio en la acción del Estado se produjo en el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986). El primer punto a destacar fue el reconocimiento del carácter político de la guerrilla, además de su validez como interlocutora, lo que modificaba de modo radical lo realizado por el Estado colombiano hasta ese momento. Asimismo, se reconoció la necesidad de realizar tanto reformas políticas como económicas, para neutralizar los factores facilitadores de la consolidación, éxito y expansión de las guerrillas. Pero Betancur daría un paso más allá al conceder amnistía a los miembros de la insurgencia condenados o que estaban siendo procesados, en base a la convicción de que esta medida abriría el camino a un proceso de paz, y logró acordar treguas con el M-19 y las FARC. Con estas últimas, selló los «Acuerdos de La Uribe», que condujeron al frustrado intento de inserción política de las FARC y del Partido Comunista Colombiano, materializado en la «Unión Patriótica» (UP), desde 1984. Esta formación compitió con éxito en las elecciones locales y hasta llevó candidatos a la Presidencia de la República en 1986 (Jaime Pardo Leal) y en 1990 (Bernardo Jaramillo Ossa), ambos asesinados. Tal fue el estigma de la UP, que culminó con más de cinco mil muertos entre sus filas, el desahucio de las negociaciones y el regreso a la lucha armada. El sistema político bipartidista de Colombia se mostró intolerante desde la segunda mitad del siglo XX, y expulsó a las fuerzas competidoras que intentaban constituirse como una «tercera fuerza», alterando este «equilibrio» de modo permanente, más allá incluso de las transformaciones democratizadoras que se produjeron con la Constitución de 1991. 

			La iniciativa se concentra en la figura de Betancur, dado que «por disposición constitucional solo el presidente de la república, como responsable del orden público y la seguridad nacional, puede dirigir negociaciones de paz con quienes se alcen en armas contra el Estado»59. Es por esta razón que todos los acuerdos de paz del ciclo tienen un período de tiempo acotado. «Estas condiciones ayudan a entender por qué ningún presidente, salvo Gaviria, que recogió el legado de Barco, consiguió adelantar una política de paz con atributos de consenso, eficacia y coherencia»60. 

			Hasta ese momento, cada Gobierno comenzaba de cero, configurando un accionar político débil, zigzagueante e incapaz de consolidar los avances logrados en cada cuatrimestre. Es cierto que las organizaciones guerrilleras y su actitud ambigua en las negociaciones ayudaron al fracaso de largo plazo en las políticas del Estado ante el conflicto interno, desde la década de los ochenta. De este modo, tras Betancur, nuevamente, la política del Estado cambiaría con Virgilio Barco (1986-1990), quien, no obstante, mantuvo el reconocimiento político de las guerrillas. Al fin de su mandato, se abrió una coyuntura en la que confluyeron diversos componentes políticos, tales como el alza de la movilización social, la creciente ola de huelgas obreras, la desmovilización de grupos armados como el M-19, la guerrilla indígena Quintín Lamé y el Ejército Popular de Liberación, EPL. 

			Al mismo tiempo, una Asamblea Constituyente impulsó una nueva Constitución política para Colombia, con un profundo sentido democratizador que encontró el rechazo de las élites locales. Así, la «mano tendida y el pulso firme», eslogan de Barco, parecía abrir paso, una vez más, a un escenario de soluciones pacíficas. El contexto interno aparecía muy convulsionado, producto de la sangrienta acción de los integrantes del «Cartel de Medellín» y sus intentos por evitar la extradición de sus miembros a la justicia de EE.UU. Las guerrillas presentaron en la negociación «un frente fragmentado», de acuerdo a sus propias divisiones y divergencias. Uno de los aspectos más importantes establecidos en la negociación, instituía que las guerrillas se comprometían explícitamente a no secuestrar, mientras que la Ley 35, de 1982 precisaba condiciones para su reincorporación a la vida civil y política, haciéndolas depender de las instituciones. El plan del presidente Betancur encontró su mayor escollo en la Toma del Palacio de Justicia, realizada por el M-19 en octubre de 1986, evento que dejó decenas de muertos entre guerrilleros y magistrados.

			El gobierno liberal de Álvaro Barco y su premisa de «mano tendida y pulso firme» declaró fracasadas las negociaciones de paz, por lo que denominó a la política de las organizaciones guerrilleras como de «mala fe». Al mismo tiempo, enfrentaba nuevas preocupaciones y amenazas, derivadas del accionar del narcoterrorismo en su escalada contra la extradición de sus miembros a los EE.UU., y no trepidó en dejar miles de víctimas inocentes. En este sentido fue el asesinato de Luis Carlos Galán lo que obligó al gobierno de Barco a «dar un viraje y calificar la alianza de paramilitares y narcotraficantes» como el principal enemigo del Estado, derogándose la legislación que, desde 1965, había legalizado las organizaciones paramilitares locales61.

			El Gobierno de Ernesto Samper Pizano (1994-1997) cambió el estilo comunicacional y la retórica, con el objeto de enfrentar la salida negociada del conflicto. Se acabó lo de «gobiernizar los procesos de paz […] mediante responsables políticos de envergadura presidencial, asesorados por un grupo de expertos»62. Al mismo tiempo que estableció las funciones que debía desarrollar el emergente «Alto Comisionado de Paz», descartó el trato de actor político a los grupos armados, devolviéndoles la denominación de guerrillas. Así también, opuso «la paz integral a la guerra integral», como concepto distinto del Gobierno ante el conflicto armado. El gobierno del liberal Samper gastó una buena parte de sus energías políticas en defender la estabilidad de su Gobierno, ante las acusaciones de apoyos económicos entregados por el Cartel de Cali a su campaña, evidenciadas por las revelaciones del llamado Proceso 8000. 

			A través del Comisionado de Paz, el presidente publicó el documento «Una Estrategia para la Reconciliación», de 1997, que «más que una guía de acción gubernamental no pasaba de ser un catálogo de buenas intenciones»63. La política de Samper, a este respecto, resultó infructuosa, incluidos sus intentos de reflote, como ocurrió con el llamado «Acuerdo de puerta del cielo» con el ELN, en Maguncia, Alemania, durante el año 1995. Por otro lado, con las FARC, las acciones militares de la llamada operación «Destructor II» hacían imposible la gestación de cualquier espacio de negociación. La dirigencia de las FARC consideró este ataque como algo similar al realizado por Gaviria contra la emblemática sede de la comandancia guerrillera en la Casa Verde durante 1992. La agrupación guerrillera lo tomó como un hecho insoslayable que atentaba contra toda posibilidad de éxito de las conversaciones políticas a desarrollarse en México.

			Quienes van cobrando un perfil cada vez más visible en el conflicto son las organizaciones paramilitares. A fines de los noventa habían logrado tomar el «Nudo de Paramillo», aprovechando la sangrienta guerra entre las FARC y los reinsertados del grupo guerrillero EPL. Así, se establecen en «el nudo de serranías que descienden hacia Turbo en el Norte de Urabá, Tierralta, Córdoba y Caucasia en el Bajo Cauca antioqueño». Al firmar el llamado «Acuerdo del nudo de Paramillo», las AUC se comprometieron a «aplicar las cláusulas del Derecho internacional humanitario, bajo la ficción de que eran una organización unificada con un mando central64». 

			Pero para el nuevo gobierno electo de César Gaviria todo habría de cambiar. En este sentido, implementó la «Estrategia nacional contra la violencia», que pretendía ser una respuesta integral del Estado, en conjunto con la sociedad, para confrontar la violencia, reconociendo los diversos factores que la generaban. Tenía tres grandes propósitos: garantizar el monopolio estatal del uso de la fuerza, recuperar la capacidad sancionadora de la justicia y ampliar la presencia del Estado en todo el territorio nacional. En cualquier caso, su gran éxito fue la captura y muerte del capo Pablo Escobar Gaviria, en un barrio de Medellín, en agosto de 1992, como resultado de un operativo conjunto de la Fuerza de Búsqueda Nacional, la DEA y la Casa Castaño. La estrategia de Gaviria contemplaba la unidad del Estado frente a los diversos actores de la violencia, creando para ello instituciones tales como la Consejería Presidencial para la Seguridad y la Defensa Nacional, organismo, este último, encargado tanto de diseñar políticas como de coordinar la ejecución de las estrategias de seguridad. El plan del presidente Gaviria derivó en una creciente agudización de la guerra. A este escenario confluyeron diversos acontecimientos, por ejemplo, el mencionado ataque de la fuerza pública al principal reducto del alto mando de las FARC en «La Casa Verde», en el mes de diciembre de 1994; el creciente despliegue del paramilitarismo, el desborde de la sociedad del narcotráfico y sus debilitados carteles de Cali y Medellín.

			Este fue el contexto social con que el país recibió al presidente conservador Andrés Pastrana Arango en 1996. Su gobierno trajo dos importantes novedades respecto a sus antecesores en el cargo. En primer lugar, se orientó con especial énfasis a la búsqueda del apoyo de EE.UU., en pos del combate contra los dos mayores responsables directos de la violencia interna: el narcotráfico y las guerrillas. La estrategia encontró favorables respuestas en la administración Clinton y se tradujo en la implantación del «Plan Colombia». En segundo lugar, dio un paso importante al reconocer el status político de las FARC e insistir en las negociaciones de paz. Los llamados «Diálogos de Paz» se materializaron en noviembre de 1998 con la entrega de un territorio de 40 mil kilómetros cuadrados a la administración de las FARC en la localidad de San Vicente del Caguán, en el Caquetá. Sin embargo, la tentativa fracasó, sumándose a los fallidos intentos negociados por resolver el conflicto interno desde la década de 1950. «El diseño original del proceso anticipaba el fracaso, puesto que el gobierno había aceptado negociar sobre una triple base cada uno de cuyos elementos era bastante problemático en sí mismo»65. En efecto, la zona de despeje en San Vicente del Caguán, Caquetá, requirió de once prórrogas presidenciales. Los otros aspectos complejos se derivaban de tener que negociar en medio del conflicto armado y de hacerlo con una «agenda abierta de negociaciones»66. 

			Todo el proceso negociador pareció mostrar un triunfo del Secretariado de las FARC y Marulanda en lo que respecta a la exposición pública. Sucedió que en noviembre de 1998 Pastrana llegó a la primera reunión escoltado por hombres armados de la guerrilla, y luego de una larga espera recibió la noticia de que el jefe guerrillero no llegaría a dicho encuentro inaugural, tras argumentar problemas de seguridad. A estas alturas, el accionar militar de la guerrilla había alcanzado su cúspide, por lo que es posible que usara las negociaciones del Caguán para fortalecerse y ganar tiempo.

			A inicios de siglo, era obvio que las políticas hasta entonces desplegadas por el Estado habían fracasado y que las fuerzas militares estaban lejos de derrotar a las guerrillas. Al mismo tiempo, desde las raíces de la incapacidad en lo relativo al control del orden público, tomaba fuerza el paramilitarismo como expresión espuria de las autodefensas tradicionales de la vida nacional. Este es el escenario que permite la firma del Plan Colombia, estrategia que contaba con apoyo militar técnico y financiero del Gobierno de Bill Clinton. 
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